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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1018/2024/3
PARTE ACTORA:
**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DE COMERCIO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ; Y OTRA
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
San Luis Potosí, S.L.P., doce de mayo de dos mil veintiséis.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 1018/2024/3, promovido por **********, contra actos de la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí y Síndico Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha catorce de octubre de dos mil veinticuatro, compareció **********, demandando la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí y Síndico Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí; por la nulidad de la negativa recaída a la solicitud de retirar el puesto ambulante o semi-fijo ubicado en el acceso del ********** de la Unidad Habitacional San Jorge, Soledad de Graciano Sánchez, contenida dentro del oficio número **********, de fecha cuatro de septiembre de dos mi veinticuatro.
II.- Por auto de veintitrés de octubre de dos mil veinticuatro se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.

III.-Por auto de fecha treinta de septiembre de dos mil veinticinco, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía, y; se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
IV.- Con fecha veintitrés de octubre de dos mil veinticinco, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas que fueron admitidas y ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos se dio cuenta de que no se formularon alegatos por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 25, 26, 33, 35 fracción VIII, y 37, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia administrativa sobre una resolución definitiva dictada por una autoridad municipal con residencia en esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; y su interés jurídico se acredita de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el oficio **********, de fecha cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro, suscrito por el Lic. Daniel Gerardo Cabrera Medina, Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., que obra a foja 19 del expediente; documental pública a la que se le otorga valor probatorio pleno, de conformidad con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al haber sido emitida por una autoridad en ejercicio de sus funciones, el cual se encuentra dirigido a la parte actora en este juicio, Luis Felipe Muñiz Ramírez.
Respecto a la autoridad demandada, compareció el Lic. Daniel Gerardo Cabrera Medina, en su carácter de Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., a dar contestación a la demanda, indicando la fecha de publicación en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí en que consta su personalidad, en términos del segundo párrafo del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
La personalidad y legitimidad del C. Javier Rodríguez Contreras, Director de Giros Mercantiles de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., quien compareció en representación de la diversa demandada, se acreditó con la copia certificada de su nombramiento, que obra a fojas 96 a 97 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220, párrafo tercero, del Código Procesal Administrativo para el Estado; documental que tiene valor probatorio pleno, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de  un documento expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad de la negativa recaída a la solicitud de retirar el puesto ambulante o semi-fijo ubicado en el acceso del ********** de la Unidad Habitacional San Jorge, Soledad de Graciano Sánchez, contenida dentro del **********, de fecha cuatro de septiembre de dos mi veinticuatro.

Acto que determina la litis de la presente controversia, que fue exhibido por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, que obra en foja 19 de este sumario.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la tesis que dice:

Registro digital: 221332

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Octava Época

Materias(s): Administrativa

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo VIII, Noviembre de 1991, página 185

Tipo: Aislada

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO.   Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir la contestación a la demanda, opusieron la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sosteniendo que el juicio quedó sin materia, en virtud de que el puesto cuyo retiro se solicitó por el actor cuenta con un permiso provisional y no obstaculiza el acceso al ********** del Fraccionamiento y/o Unidad Habitacional San Jorge.

Causal de sobreseimiento que no se actualiza, en razón de que, la materia del presente juicio es la respuesta negativa contenida en oficio número **********, de fecha cuatro de septiembre de dos mi veinticuatro, y no si el mencionado puesto semi fijo cuenta con permiso provisional u obstruye o no el acceso al citado edificio; por lo que, si dicha respuesta sigue persistiendo, no se puede afirmar que haya desaparecido la materia del presente juicio; por lo que, la causal de sobreseimiento hecha valer por las autoridades demandadas no se actualiza en la especie.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.
QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación, los que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 3 vuelta a la 6 vuelta de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia que dice:
Registro digital: 164618

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: 2a./J. 58/2010

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830

Tipo: Jurisprudencia

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.   De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.

SEXTO.- Determinado lo anterior, esta Sala Unitaria procede a examinar el acto administrativo impugnado, del que la parte actora en sus conceptos de impugnación refiere que la autoridad demandada no funda ni motiva el acto de autoridad y, que entre otras cosas, señala que el acto debe ser emitido por autoridad competente, lo que las autoridades demandadas en sus respectivas contestaciones eluden referir, dado que sus planteamientos se dirigen a justificar el sentido de su respuesta y no a los fundamentos legales que les otorgan competencia para dar respuesta a la solicitud planteada por el actor.
El estudio de la competencia y la ausencia total de fundamentación o motivación, son cuestión de estudio oficioso y de orden público, acorde a lo establecido en el párrafo segundo del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y el criterio contenido en la jurisprudencia que a la letra dice:

Registro digital: 172812

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: VIII.3o. J/22       

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Abril de 2007, página 1377

Tipo: Jurisprudencia

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL CUYO ESTUDIO ES DE ORDEN PÚBLICO LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN ANALIZARLA DE OFICIO, SIN DISTINGUIR SI SE TRATA DE LA INDEBIDA, INSUFICIENTE O DE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE AQUÉLLA.   De la interpretación de las tesis jurisprudenciales P./J. 10/94, 2a./J. 99/2006, 2a./J. 57/2001 y 2a./J. 115/2005, publicadas en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 77, mayo de 1994, página 12 y Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXIV, julio de 2006; XIV, noviembre de 2001; y, XXII, septiembre de 2005, páginas 345, 31 y 310, respectivamente, de rubros: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD."; "COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA."; "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO."; y "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE."; se colige que cuando se analiza la competencia material, por grado o territorio de cualquier autoridad administrativa, entre las que se incluye a la fiscal, no cabe distinguir entre su falta o ausencia o una indebida o incompleta fundamentación, para que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa estén obligadas a examinarla en forma oficiosa, toda vez que, como presupuesto procesal que atañe a la correcta integración de un procedimiento, es una cuestión de orden público, mayor aún en un procedimiento que concluye con una resolución definitiva que establece cargas fiscales a un particular. Lo anterior es así, ya que por imperativo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos la autoridad que lleva a cabo un acto de molestia, tiene la ineludible obligación de justificar a plenitud que está facultada para hacerlo, lo cual implica necesariamente que cuenta con competencia para ello en los tres ámbitos mencionados, es decir, por razón de materia, grado o territorio, expresando en el documento respectivo el carácter con el que suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue dicha legitimación, aun en el supuesto de que la norma legal no contemple apartados, fracción o fracciones, inciso y subincisos, pues en tal caso, debe llegar incluso al extremo de hacer la transcripción correspondiente del precepto en que funde debidamente su competencia, toda vez que la garantía de fundamentación consagrada en el citado artículo 16, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, ya que sólo así podrá justificar si su actuación se encuentra dentro del ámbito competencial respectivo; de tal manera que si en un acto de molestia no se citan con exactitud y precisión las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para afectar al gobernado, ese acto concreto de autoridad carece de eficacia y validez, en tanto que aquélla no proporcionó los elementos esenciales que permitan conocer si tiene competencia para incursionar en la esfera jurídica del particular, pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión, toda vez que ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana y en ese sentido, aun cuando la indebida, insuficiente o falta de fundamentación de la competencia de la autoridad generan la ilegalidad de la resolución administrativa en términos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, cuyo contenido sustancial se reproduce en la fracción II del artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, relativa a la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes; conforme al contenido y alcance del penúltimo párrafo de ese numeral, coincidente con el penúltimo párrafo del invocado artículo 51, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están obligadas a examinarla de oficio, al resultar ilegal el acto combatido, precisamente por la actuación o intervención de una autoridad que no acreditó tener competencia.

Para una mejor comprensión del asunto, debe tomarse en consideración que, el actor mediante escrito dirigido a la Dirección de Comercio Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., recibido en dicha dependencia el tres de septiembre de dos mil veinticuatro, presentó solicitud por escrito, planteando en la misma se procediera al retito de un puesto; dicha petición se acredita con duplicado de dicho escrito, en el cual consta sello oficial de recibido, a la cual se le otorga valor probatorio pleno, en razón de que, a juicio de esta Sala Unitaria, resulta fiable y coherente de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guarda entre sí, de forma que genera convicción sobre la verdad de los hechos que refleja, y no haber sido objetada por las partes; ello con fundamento en los artículos 75 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Ahora bien, acorde al artículo 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a toda petición debe darse respuesta por escrito por parte de la autoridad a la cual se le dirige; debiendo estar dicha contestación debidamente fundada y motivada por la autoridad competente.

En efecto, la contestación recaída al escrito a través del que se ejerció el derecho público subjetivo consagrado en el artículo 8° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, además de constar por escrito, ser congruente con lo solicitado y notificarse en breve término en el domicilio que se haya señalado para oír y recibir notificaciones, debe fundarse y motivarse debidamente, ya que al tratarse de un acto de autoridad, indefectiblemente tiene que respetar el principio de legalidad consagrado en el artículo 16 de la Constitución General de la República.

Del análisis de los argumentos expuestos por el accionante, esta Sala Unitaria una vez que analizó en su integridad el contenido del oficio **********, de fecha cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro, que constituye el acto materia de la presente litis, no advierte precepto legal alguno del que se desprenda que el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., sustente su competencia, lo que impide a esta autoridad entrar al estudio del fondo de lo resuelto por las autoridades demandadas al dar respuesta a la petición que les fue planteada.
Lo que lleva a declarar la nulidad del mismo, al tenor de la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al actualizarse la causa de anulación prevista en el párrafo primero del artículo 167, en relación con el artículo 164, fracciones I y V, del Código Procesal Administrativo, dada la falta de disposición que reconozca la oportunidad legal de que el servidor público que emite el acto impugnado goce de la facultad para atender y dar respuesta a la petición planteada por el accionante, lo que contraviene la garantía de fundamentación contenida en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que estriba en la obligación de que la autoridad cite dentro del cuerpo del acto administrativo los preceptos legales que le otorguen facultad para emitir respuesta a una petición, además debe expresar con claridad y detalle el apartado, fracción, inciso y subinciso en que encuadre su actuación en el caso de que las normas incluyan diversos supuestos, atento a lo ordenado en la jurisprudencia que dispone:
Registro digital: 188432

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 57/2001
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Noviembre de 2001, página 31

Tipo: Jurisprudencia

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.   De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

De donde queda claro, que la demandada omitió fijar el presupuesto legal que le reconozca competencia para actuar, lo que incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, dado que esa omisión impide a esta Sala Unitaria pronunciarse sobre los efectos o consecuencias de dicha respuesta y obliga a declarar la nulidad de ésta en su integridad, atento al criterio sostenido por en la jurisprudencia que reza:
Registro digital: 188431

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 52/2001
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Noviembre de 2001, página 32

Tipo: Jurisprudencia

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.   Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por tanto, ante las irregularidades advertidas, lo procedente es decretar la NULIDAD del acto contenido en el oficio **********, de fecha cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 164 fracciones I y V, 167 párrafo primero, 250 fracción II, y 251, párrafo primero, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Bajo este contexto, como el acto impugnado fue emitido en respuesta a una petición, la nulidad decretada no puede ser total, sino para efectos de que ese acto sea sustituido por otros sin las deficiencias advertidas.

No estimarlo así, implicaría dejar sin resolver la solicitud planteada, contraviniéndose con ello el principio de seguridad jurídica en detrimento del peticionario.

En apoyo a lo anterior se cita la jurisprudencia que establece:
Registro digital: 195590

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: 2a./J. 67/98

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VIII, Septiembre de 1998, página 358

Tipo: Jurisprudencia

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO.   Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido.

Por lo que la autoridad demandada, deberá emitir una nueva resolución en la que funde y motive su competencia, y, de resultar competente con plenitud de jurisdicción resuelva lo que en derecho corresponda respecto a la materia de la solicitud.

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250, fracción II, y 251, párrafo primero, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto administrativo impugnado contenido en el oficio **********, de fecha cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro, emitido por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., por las razones antes expuestas, y por consecuencia la NULIDAD del mismo, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

En ese sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, se ordena a la autoridad que emitió el acto impugnado, emita una nueva respuesta a la solicitud planteada por el actor, en la que funde y motive su competencia, y, de resultar competente con plenitud de jurisdicción resuelva lo que en derecho corresponda respecto a la materia de la petición.
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar sobre su cumplimiento, en su oportunidad procesal.
En razón de haber resultado fundado y suficiente el concepto de impugnación estudiado, es innecesario entrar al estudio de las diversas causas de anulación que expuso el accionante, toda vez que cualquiera que fuera el resultado de éstos, en nada variaría el sentido de la presente resolución.   Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de la jurisprudencia del siguiente rubro y texto:
Registro digital: 172578

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: IV.2o.C. J/9

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Mayo de 2007, página 1743

Tipo: Jurisprudencia

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO.   Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II y III, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

	Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

	


